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Referencia: Acción de Tutela 
Accionante: Alfonso López Barón. 

Accionada: Sección Tercera del Consejo de Estado, Mg. P. Guillermo Sánchez 
Luque, Mag. Nicolas Yepes Corrales. 
 
 
 

 

Alfonso López Barón, mayor de edad, vecino y residente en la calle 19 número 29-45 Apto 
705 Edificio San Alonso Señorial, Barrio San Alonso de la ciudad de Bucaramanga, 
departamento de Santander, identificado con la cédula de ciudadanía número 91255710 y 
portador de la Tarjeta Profesional 83304 del Consejo Superior de la Judicatura, con correo 
electrónicos alfonsolopezbaron@hotmail.com y alfonsolopezbaron@gmail.com, teléfono 
móvil y WhatsApp 3112853444 y 3166700830, en ejercicio del artículo 86 de la 
Constitución Nacional y de conformidad con los 2591 de 1991,  306 de 1992 y 1382 de 
2000, interpongo ante su despacho la presente Acción de Tutela, con el fin de que se me 
protejan a mis derechos fundamentales de: derecho al debido proceso, igualdad ante la 
ley, por violación al principio de congruencia judicial y de primacía del derecho 
sustancial así como el acceso a la justicia consecuencia de vía de hecho judicial, por 
parte de la Sección Tercera y contra los Magistrados Guillermo Sánchez Luque y Nicolas 
Yepes Corrales así como contra la sentencia de fecha 2 de marzo de 2022 notificada en 
estados el día 26 de octubre de 2022 por vía digital, para fundamentar esta Acción 
Constitucional me permito relacionar los siguientes: 

 
 

HECHOS 
 

1. El día 12 de febrero de 2012 se interpone demanda a través del suscrito apoderado 
accionando el medio de control de reparación directa contra la persona jurídica LA 
NACIÓN – PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA – MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL – POLICIA NACIONAL por el hecho de asperjar cultivos de pan coger 
pertenecientes al señor CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA, el 28 de septiembre de 
2009, demanda interpuesta ante el Tribunal Contencioso Administrativo de 
Santander. 
 

2. Dentro de las PRETENSIONES de la demanda se establecieron de manera expresa, 
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clara y sin riesgo a equívocos las siguientes: 

 

PRIMERA: Declarar al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL – 

DIRECCIÓN DE ANTINARCOTICOS responsables de la totalidad de los daños ocasionados al 

señor CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA, como consecuencia de las aspersiones realizadas 

con el herbicida GLIFOSATO los días catorce (14) de noviembre de dos mil nueve (2009) y el 

veinticinco (25) de agosto de dos mil diez (2010) sobre el área de cultivo de aproximadamente (3) 

tres Hectáreas,  la cual hace parte de un lote de mayor extensión que conforma la finca BOLIVIA, 

ubicada en la vereda LA NEGREÑA del municipio de EL PLAYON, departamento de 

SANTANDER. (Subrayado fuera de texto). 

 

SEGUNDA: Declarar que LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

POLICIA NACIONAL – DIRECCIÓN DE ANTINARCOTICOS, son solidariamente 

responsables por los daños y perjuicios ocasionados al señor CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA, 

como consecuencia de las aspersiones realizadas con el herbicida GLIFOSATO los días catorce 

(14) de noviembre de dos mil nueve (2009) y el veinticinco (25) de agosto de dos mil diez (2010) 

sobre el área de cultivo de aproximadamente (3) tres Hectáreas, la cual hace parte de un lote de mayor 

extensión denominado la finca BOLIVIA, ubicada en la vereda LA NEGREÑA del municipio de El 

Playón, departamento de Santander. (Subrayado y resalto fuera de texto) 

 

TERCERA: Condenar  a LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA 

NACIONAL – DIRECCIÓN DE ANTINARCOTICOS, a pagar los daños y perjuicios en la 

modalidad de daño emergente y lucro cesante sumatoria que asciende a SEISCIENTOS  SESENTA 

Y CUATRO MILLONES CIENTO DIECINUEVE MIL SETECIENTOS SESENTA Y 

NUEVE PESOS CON OCHENTA CENTAVOS MCTE ($664.’119.769,80), o en su defecto 

condenar al pago de los perjuicios materiales y morales que se logren probar dentro de la presente 

acción contencioso administrativa de reparación directa, debidamente indexados al momento de la 

sentencia, como consecuencia del daño producto de las aspersiones realizadas con el herbicida 

GLIFOSATO los días catorce (14) de noviembre de dos mil nueve (2009) y el veinticinco (25) de 

agosto de dos mil diez (2010) sobre el área de cultivo de aproximadamente (3) tres Hectáreas la cual 

hace parte de un lote de mayor extensión que conforma la finca BOLIVIA, ubicada en la vereda LA 

NEGREÑA del municipio de EL PLAYÓN, departamento de SANTANDER. (Subrayado y 

resaltado fuera de texto) 

 

CUARTA: Condenar a LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA 

NACIONAL – DIRECCIÓN DE ANTINARCOTICOS, a pagar los intereses moratorios a la 

máxima tasa legal permitida desde el momento de la sentencia hasta que se haga efectivo su pago. 

 

QUINTA: Condenar a LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA 

NACIONAL – DIRECCIÓN DE ANTINARCOTICOS, a pagar los perjuicios morales que se 

logren probar al señor CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA, como consecuencia de las 

aspersiones realizadas con el herbicida GLIFOSATO los días catorce (14) de noviembre de dos 

mil nueve (2009) y el veinticinco (25) de agosto de dos mil diez (2010) sobre el área de cultivo de 

aproximadamente  (3) tres Hectáreas el cual hace parte de un lote de mayor extensión que conforma 

la finca BOLIVIA, ubicada en la vereda LA NEGREÑA del municipio de El Playón, departamento 

de Santander. (Subrayado y resaltado fuera de texto) 

 
 

3. Dicho medio de control se fue conocido por el Magistrado Dr. Iván Mauricio Mendoza, 
cuyo despacho le adjudico el número de radicación 68001233100020120016200. 

 



4. El día 28 de septiembre de 2015 se profiere sentencia en abstracto de primera instancia 
favorable al accionante señor CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA. 

 

5.  En la sentencia se resolvió: 
 

Primero:  Declarar Probada la Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva respecto de 
la Nación - Departamento Administrativo para la Presidencia de República, por las 
razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

 

Segundo: DECLARAR patrimonialmente responsable a la Nación - Ministerio de 

Defensa - Policía Nacional por los perjuicios materiales que padeció el señor 

Carlos Edgar Amaya Amaya, por la destrucción de los cultivos de maracuyá, 

plátano, mandarina y cacao sembrado en terreros del señor Nelson Duván 

Ramírez López, con quien suscribiera contrato de aparcería como consecuencia 

de las fumigaciones aéreas con glifosato realizadas por la Policía Antinarcóticos, 

el 25 de Agosto de 2010. 

 

Tercero: CONDENAR en ABSTRACTO a la Nación - Ministerio de Defensa- Policía 

Nacional a cancelar al señor Carlos Edgar Amaya Amaya, por concepto de 

perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante y daño emergente, la 

cuantía que se establezca dentro del trámite incidental que para el efecto deberá 

promover la parte actora dentro de los sesenta (60) días siguientes a la ejecutoria 

de esta decisión, y de conformidad con los parámetros establecidos en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

Cuarto: NO CONDENAR en costas pues no quedó acreditado que la entidad 

demandada obrara procesalmente con temeridad alguna. 

 

Quinto: Dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y 

115 del C.P.C. Para el efecto, expídanse copias al apoderado de la parte 

demandante que ha venido actuando, con las precisiones del artículo 115 del 

Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el 

artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. 

 

Sexto: Una vez ejecutoriada esta sentencia, archívense las diligencias, previas las 

anotaciones de rigor en el Sistema Justicia Siglo XXI NOTIFIQUESE. Aprobado 

en Acta No. 24 de 2015. 

 
 

6. El día 13 de octubre de 2015 se interpone recurso de apelación contra la sentencia de 
primera instancia de fecha 28 de septiembre de 2015 y notificada el día 26 de septiembre 
del mismo año. 

 

7. El día 25 de enero de 2016 se radica el proceso ante el Consejo de Estado y se asigna 
al despacho del consejero de Estado M. Ponente Guillermo Sánchez Luque. 

 

8. El día 7 de marzo de 2016 se admite el recurso de apelación. 
 

9. El día 16 de mayo de 2016 se admite apelación adhesiva por parte del apoderado del 
accionante. 

 

10. El día 21 de febrero de 2022 se registra proyecto para fallo. 



 

11. El 2 de marzo de 2022 se profiere sentencia de segunda instancia, en ella se revoca la 

sentencia del 28 de septiembre de 2015 proferida por la Subsección de 

Descongestión del Tribunal Administrativo de Santander y, en su lugar, se dispone, 

declarar probada la excepción de inepta demanda. 

12. El 2 de marzo de 2022, el Magistrado Dr. Jaime Rodríguez Navas, salva su voto. 
 

13. El día 26 de octubre de 2022 se notifica la sentencia al apoderado del accionante señor 
Carlos Enrique Amaya Amaya. 

 

14. El día 26 de octubre de 2022 se solicita por parte del apoderado del accionante el 
salvamento de voto. 

 

15. El día 21 de noviembre de 2022 se notifica y pone en conocimiento el texto del 
salvamento de voto. 

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 
Artículo 13, 29, 86 de la Constitución Política, los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 
1382 de 2000, artículo 281 del Código General del Proceso. 
 
“El principio de congruencia se erige como una verdadera garantía del derecho fundamental 
al debido proceso a las partes en el proceso judicial, en el sentido que al juez de la causa 
solo le resulta permitido emitir pronunciamiento con base en lo pretendido, lo probado y lo 
excepcionado dentro del mismo, sin que sea dable dictar sentencias por fuera (extra) o por 
más (ultra) de lo pedido (petita), y en caso de omitir pronunciarse sobre solicitado como 
pretensión tiene el deber de explicar de forma clara las razones de tal omisión.”1 
 
Advertimos al juez constitucional que desde la interposición de la demanda la parte actora 
solicitó en el numeral primero de las pretensiones de la demanda, “Declarar al Ministerio 
De Defensa Nacional – Policía Nacional – Dirección De Antinarcóticos responsables 
de la totalidad de los daños ocasionados al señor CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA, 
como consecuencia de las aspersiones realizadas con el herbicida GLIFOSATO los 
días catorce (14) de noviembre de dos mil nueve (2009) y el veinticinco (25) de agosto 
de dos mil diez (2010) sobre el área de cultivo de aproximadamente (3) tres Hectáreas,  la 
cual hace parte de un lote de mayor extensión que conforma la finca BOLIVIA, ubicada en 
la vereda LA NEGREÑA del municipio de EL PLAYON, departamento de SANTANDER.  
 
Como se puede apreciar se hace referencia a un hecho de la administración, el hecho de 
asperjar con glifosato afectando cultivos lícitos de la región en donde se desarrollaba 
actividades de destrucción de cultivos ilícitos. 
 

 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCIÓN “B” Consejero ponente: CÉSAR 
PALOMINO CORTÉS Bogotá, D. C., veintiséis (26) de octubre de dos mil diecisiete (2017). Radicación número: 25000-23-42-000-2014-
01139-01(2458-15) Actor: MARTHA ISABEL VALERO MORENO Demandado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
(COLPENSIONES) TEMA: Reconocimiento de Pensión de Jubilación 



Con la finalidad de desatar el recurso de apelación la sala planteó el siguiente problema 
jurídico: 
 
“Corresponde a la Sala determinar si el medio de control de reparación directa es el idóneo 

para reclamar los perjuicios ocasionados por actos administrativos.”2 

 

Desde el planteamiento del problema jurídico el operador judicial vulneró el principio de 

congruencia, primero por suponer cuando no era así que se estaba atacando los actos 

administrativos, estando plasmado dentro de las pretensiones y los hechos de la demanda 

un hecho de la administración. 

 

Como se puede observar en el texto de la demanda, nunca se hizo referencia de forma 

precisa al concepto de la ilegalidad de los actos administrativos, por la potísima razón que 

no se estaba interponiendo la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda siempre 

se basó en la fuente del daño que no era otro que el hecho de la fumigación que el operador 

judicial pretende acomodar como pretensiones  de la demanda para negar el acceso a la 

más elemental justicia cuando en las pretensiones de la demanda se plasmó claramente el 

hecho de la aspersión, violentando a su vez el derecho de igualdad frente a la ley y el debido 

proceso, al violentar el principio de congruencia entre lo decidido, lo probado y lo pretendido 

además de producir fallo inhibitorio. 

 

Tal y como se expresó anteriormente la fuente del daño es el hecho de la fumigación 

mediante aspersión, por lo tanto, la responsabilidad de la administración se debe perseguir 

a través del medio de control de la reparación directa, tal y como se presentó en el escrito 

de la demanda en el acápite de las pretensiones. Además, existía una razón poderosa y es 

que los actos administrativos no eran ilegales por cuanto ellos se soportaban dentro del 

marco legal de la política antidrogas del gobierno de ese momento, reglamentados por el 

Decreto Reglamentario 423 de 1987, adoptado como legislación permanente por el artículo 

1° del Decreto 2253 de octubre 3 de 1991, ahora, salta de bulto que además ya había 

prescripción de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. La relación de las 

denuncias y el procedimiento y sus decisiones se relacionaron como hechos de la demanda 

en su correspondiente acápite para dar un contexto temporal para estar dentro del término 

 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C Consejero ponente: GUILLERMO 
SÁNCHEZ LUQUE Bogotá D.C., dos (2) de marzo de dos mil veintidós (2022) Radicación número: 68001-23-31-000-2012-00162-01(56224) 
Actor: CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL Y OTRO Referencia: ACCIÓN 
DE REPARACIÓN DIRECTA 



y no se corriera el riesgo de la prescripción dentro del medio de control de reparación 

directa. Por esta razón el régimen de responsabilidad es el del riesgo excepcional, tal y 

como lo plasmó el a quo en su sentencia de fecha 28 de septiembre de 2015. 

 

El tratadista Libardo Rodríguez Rodríguez, en su obra Derecho administrativo general y 

colombiano, define los hechos dañosos como:  "Son aquellos fenómenos, acontecimientos 

o situaciones que se producen independientemente de la voluntad de la administración, 

pero que producen efectos jurídicos respecto de ella; ejemplo, un accidente causado por 

un vehículo de la administración, el derrumbamiento de un edificio de la administración".3 

De antaño, el Consejo de Estado sostuvo que el hecho (administrativo) "es un 

acontecimiento material cuyos efectos jurídicos no tienen origen en la voluntad de la 

administración" Y había dicho: 

 

 "En principio, la idea de hecho jurídico sólo está limitada por la fuerza que las normas le 

otorguen para generar efectos de derecho. Cualquier suceso determinado por simples 

fenómenos físicos, por la conjunción de elementos naturales y humanos, o por la sola 

intervención del hombre, es un hecho jurídico in genere, siempre que la ley le asigne 

consecuencias de derecho. Pero esta concepción general ha sido desarrollada por filosofía 

y la ciencia jurídica en el sentido de estructurar dos categorías diferenciadas: el acto 

jurídico, como fruto de la voluntad humana; es esta la causa generadora, directa y necesaria 

al fenómeno del derecho y el hecho jurídico específico, como producto de las fuerzas 

naturales solamente, de la intervención mediata o indirecta del hombre, o de ambos factores 

coligados. La voluntad no actúa como el elemento principal y determinante del suceso.” 

 

"Estos principios básicos explican las diferencias que la legislación colombiana quiso 

establecer entre los actos jurídicos materiales que integran la operación administrativa, y 

los acontecimientos igualmente materiales que forman el hecho administrativo. En los 

primeros siempre interviene, como causa generadora, la voluntad administrativa del Estado, 

en los segundos, el querer de la administración no actúa directamente. Es cierto que la 

actividad estatal es la ocasión para que se produzca el hecho, pero también es evidente 

que éste ocurre a pesar de que no se desea. Con motivo del ejercicio de la función 

administrativa, de la construcción de obras públicas, de las actividades de defensa nacional, 

de la prestación de un servicio, o de la ejecución de una operación, etc., pueden ocurrir 

 
3 LIBARDO RODRIGUEZ RODRIGUEZ, Derecho administrativo general y colombiano, 5 d. Bogotá, Temis, 1989, pág. 182. 



hechos contrarios a la voluntad de la administración, como el derrumbe de una obra, el 

estallido de un polvorín [dinamita], o de un accidente ferroviario. Estos hechos pueden ser 

ocasionados por razón de un riesgo creado por la administración o por faltas en la 

organización o en la prestación del servicio, pero no tienen su origen directo en la voluntad 

administrativa del Estado. Esa nota característica impide que se les identifique con aquellos 

otros actos materiales que forman parte de la operación y que fueron realizados 

voluntariamente por la administración"4 

  

Lo verídicamente objetivo y real es que hubo un hecho de la administración que fue el hecho 

de la aspersión debidamente probado y reconocido por la policía así lo dejo plasmado en 

el auto N° 5271 /ARECI-GRAQA – 44 del 18 de agosto de 2010 en donde expreso: 

 

• “Que mediante auto N° 5150 de 05 de agosto de 2010 se decidió admitir la queja al 

considerar que ésta se encontraba acorde con los requisitos formales de que trata 

el artículo séptimo de la Resolución 0008 de 2007, a la vez que se ordenó que, por 

parte de la Coordinador Grupo de Aspersión del Área Erradicación Cultivos lícitos, 

se expidiera certificación del informe previo. A través de constancia N° 8105 del 06 

de agosto de 2010, se reportó que para el día 14 de noviembre de 2009, mencionado 

por el quejoso, se realizaron operaciones de aspersión en la localidad de El Playón 

del departamento de Santander.”5 

 

De la misma manera quedo plasmado en el auto de decisión de fondo N° 7223 /ARECI-

GRAQA-44 del 17 de diciembre de 2010. 

 

• “Que mediante acta No 036 del 21 de Noviembre de 2010, se dejó constancia que 

con base en el protocolo aprobado para la realización de la visita de verificación se 

procedió a analizar por parte del Comité técnico interinstitucional la ubicación del 

predio donde presuntamente ocurrieron los hechos, encontrándose que las 

operaciones de aspersión se realizaron a una distancia de 1.106 metros de la 

coordenada suministrada en la reclamación presentada por el señor CARLOS 

 
4 Sección Primera, en providencia del 15 de julio de 1994, expediente 2932. Tomado textualmente de la obra: DERECHO PROCESAL 
CONTENCIOSO – ADMINISTRATIVO, Segunda edición, JAIRO ENRIQUE SOLANO SIERRA, EDICIONES DOCTRINA Y LEY LTDA 2014, pág. 76-
77. 
5 Auto decreto de pruebas N° 5271/ARECI-GRAQA-44 del 18 de agosto de 2010 – Ministerio de Defensa Nacional – Dirección de 
Antinarcóticos. 



EDGAR AMAYA AMAYA, identificado con cedula de ciudadanía No 3.213.865 queja 

No 13933-DIRAN.”6 

 

Es indiscutible la vía de hecho judicial, “La jurisprudencia constitucional tiene 

definido que constituyen vías de hecho las decisiones judiciales 

caprichosas, arbitrarias e irrazonables, doctrina que aplicada a la labor 

de interpretación judicial comporta infirmar las decisiones en las que el 

juez elige la norma aplicable o determina su manera de aplicación i) 

contraviniendo o haciendo caso omiso de los postulados, principios y 

valores constitucionales, ii) imponiendo criterios irracionales o 

desproporcionados, iv) sin respetar el principio de igualdad, y v) en 

desmedro de los derechos sustantivos en litigio. Entonces los jueces y 

los tribunales son autónomos e independientes para elegir la norma 

aplicable, para determinar cómo será aplicada, y para establecer la 

manera como habrán de llenarse los vacíos legislativos encontrados 

con el fin de resolver en derecho el asunto sometido a su consideración; 

pero en esta labor no les es dable apartarse de los hechos, dejar de 

valorar las pruebas regular y oportunamente aportadas, y desconocer 

las disposiciones constitucionales, porque la justicia se administra en 

relación con los hechos debidamente probados, y los contenidos, 

postulados y principios constitucionales son criterios hermenéuticos de 

forzosa aplicación –artículos 6°, 29 y 230 C.P.-.  Es más, esta Corte 

tiene definido que en razón de la autonomía y libertad de acción que se 

desprende del artículo 230 constitucional, los jueces y tribunales no 

pueden, por ningún motivo, aplicar la voluntad abstracta de la ley al caso 

concreto desconociendo los derechos fundamentales de las personas 

 
6 Auto decisión de fondo N°7337/ARECI – GRAQA – 44 20 de diciembre 2010. Ministerio de defensa nacional- Dirección Antinarcóticos. 



involucradas en sus decisiones, porque la normativa constitucional 

atinente a tales derechos prevalece respecto de la que organiza la 

actividad estatal y determina las distintas funciones de las autoridades 

públicas.”7 

 

La Corte Constitucional ha sistematizado la noción de vía de hecho, señalando la existencia 
de cuatro grandes tipos de defectos en los cuales puede incurrir el funcionario judicial: el 
sustantivo, el fáctico, el orgánico y el procedimental. Al respecto, la Corporación ha dicho:  
 
“Por otra parte, la Corte ha identificado al menos cuatro formas que puede adoptar la vía de 
hecho judicial, que son: la vía de hecho por defecto sustantivo, por defecto fáctico, orgánico o 
procedimental.  El defecto sustantivo se configura cuando la decisión judicial se apoya en una 
norma evidentemente inaplicable al caso concreto, bien sea por que ha sido derogada, porque 
ella o su aplicación al caso concreto es inconstitucional o, porque, a pesar de estar vigente y 
ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se ha aplicado.  Se presenta 
un defecto fáctico cuando el material probatorio necesario para adoptar la decisión resulta 
inadecuado, por ser inepto jurídica o fácticamente o, por ser insuficiente.  Los defectos 
orgánicos se derivan de la evidente falta de competencia de quien profiere la decisión y, los 
defectos procedimentales, de una desviación radical de las formas y rituales del proceso que 
implique una vulneración de los derechos fundamentales de alguna de las partes”8. 
 

 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

“Para que proceda la acción de tutela contra decisiones judiciales, 
además de demostrar la existencia de una causal genérica de 
procedencia, es necesario acreditar los siguientes requisitos 
adicionales: (i) Que la cuestión que se discuta tenga relevancia 
constitucional; (ii) Que los medios -ordinarios o extraordinarios- de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada se hayan agotado, 
salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio irremediable. 
Para este efecto, esta Corporación ha sostenido que el citado perjuicio 
se presenta cuando se estructuran cuatro elementos básicos, a saber: 
El perjuicio debe ser inminente, las medidas para corregirlo urgentes, el 
daño debe ser grave y su protección impostergable. Que se cumpla el 
requisito de la inmediatez, es decir, (iii) que la tutela se hubiere 
interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho 

 
7 Corte Constitucional - Sentencia SU.120/03 
8 Cfr. Sentencia T-784 de 2000. En el mismo sentido ver entre otras las siguientes: SU 1185 de 2001, T-008 de 1998, T-567 de 1998 y T-
784 de 2000. 

 



que originó la vulneración; (iv) Cuando se trate de una irregularidad 
procesal, debe quedar en claro que la misma tiene un efecto decisivo o 
determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos 
fundamentales de la parte actora; (v) Es indispensable que se 
identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 
vulneración como los derechos vulnerados, poniendo además de 
presente que los mismos fueron alegados en el proceso judicial en que 
se produjo la violación, siempre que ello hubiese sido medianamente 
posible; y finalmente, (vi) el amparo no puede promoverse contra una 
providencia proferida en el trámite de la acción de tutela.”9 
 
La vía de hecho dentro de un proceso judicial se configura cuando la decisión transgrede 
el ordenamiento jurídico de manera ostensible, por lo tanto, no es acorde a la naturaleza 
del asunto y el sentido del proceso queda distorsionado a tal punto que afecta las garantías 
constitucionales de alguna de las partes procesales. Para que se configure la vía de hecho 
en una providencia judicial debe demostrarse, entre otros, al menos que ocurrió alguna de 
las siguientes situaciones: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el juez carece de 
competencia; b) defecto procedimental, el cual ocurre cuando la autoridad judicial actuó al 
margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, esto es, cuando el juez no tuvo 
en cuenta el material probatorio obrante en el expediente para proferir decisión; d) defecto 
material o sustantivo, el cual se origina en el evento en que se decida con fundamento en 
normas inexistentes o inconstitucionales, en contravía de ellas, o existe una evidente y 
grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; e) error inducido, cuando la 
autoridad judicial es víctima de engaño por terceros y el mismo lo condujo a tomar una 
decisión que afecta derechos fundamentales; f) decisión sin motivación; g) desconocimiento 
del precedente judicial y h) violación directa de la Constitución Política. (Corte 
Constitucional, sentencia T-518 de 1995.) 
 
Con el principio de congruencia se garantiza que la sentencia que se emita dentro de 
un proceso sea coherente con los hechos, las pretensiones y las excepciones 
puestas en conocimiento del operador judicial, por lo tanto, el servidor público tiene 
la obligación de resolver todos los aspectos que le fueron expuestos y el deber de 
explicar las razones que sustenta su decisión. (Corte Constitucional, sentencia T-
592/00).  
 
Con el principio de congruencia se garantiza que la sentencia que se emita dentro de 
un proceso sea coherente con los hechos, las pretensiones y las excepciones 
puestas en conocimiento del operador judicial, por lo tanto, el servidor público tiene 
la obligación de resolver todos los aspectos que le fueron expuestos y el deber de 
explicar las razones que sustenta su decisión. (Corte Constitucional, sentencia T-
592/00.). FUENTE FORMAL: CÓDIGO GENERAL DEL PRO CESO - ARTÍCULO 281 
 
 
 
 
 
 

 
9 Sentencia T-565/06 



PETICIÓN 
 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto le solicito señor juez que se tutelen los 
derechos fundamentales invocados como vulnerados: 
 
I. Se tutelen los derechos al debido proceso, igualdad ante la justicia, primacía del 

derecho sustancial sobre el adjetivo y preservación del principio de congruencia 
entre lo pretendido y lo decidido dentro del medio de control de reparación directa 
interpuesto a través de apoderado judicial por parte del señor Carlos Edgar Amaya 
Amaya, que estimó lesionados por la Sección Tercera mediante sentencia de fecha 
2 de marzo de 2022 notificada en estados el día 26 de octubre de 2022. 

 

II. Se ordene anular la sentencia de fecha 2 de marzo de 2022 y en su lugar proferir 
sentencia atendiendo lo pretendido en el texto de la demanda y haciendo una 
correcta valoración probatoria, que conlleve a una decisión en derecho. 

 
III. Se desate en derecho el recurso de apelación adhesiva interpuesto por el 

accionante en su debido momento procesal.   
 

 

PRUEBAS 

 

I. DOCUMENTALES: 

 
1. Sentencia de fecha Bucaramanga, Septiembre Veintiocho (28) de Dos Mil Quince 

(2015), proferida por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER 
SUBSECCIÓN DE DESCONGESTIÓN Expediente No. 680012331000-2012-000162-
00 Demandante: Carlos Edgar Amaya Amaya Demandado: Nación Ministerio de 
Defensa Nacional-Policía Nacional y Otro Acción:  Reparación Directa Tema: 
Fumigación con Glifosato Magistrado Ponente: Dr. Iván Mauricio Mendoza Saavedra.  
 

2. Sentencia proferida el día 2 de marzo de 2022 y notificada el 26 de octubre de 2022 
del CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C Consejero ponente: GUILLERMO SÁNCHEZ 
LUQUE Bogotá D.C., dos (2) de marzo de dos mil veintidós (2022) Radicación número: 
68001-23-31-000-2012-00162-01(56224) Actor: CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL Y OTRO 
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA. 

 
3. Salvamento de voto del Magistrado Dr. Jaime Enrique Rodríguez Navas de fecha 2 de 

marzo de 2022 y notificado el día 21 de noviembre de 2022. 
 

4. Resoluciones de la Dirección de Antinarcóticos – Ministerio de Defensa Nacional – 
Policía Nacional. 
 

• Resolución N° 0149 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 26 de enero de 2010. 

• Resolución N° 5271 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 18 de agosto de 2010. 

• Resolución N° 6330 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 4 de octubre de 2010. 

• Resolución N° 0149 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 26 de enero 2010. 

• Resolución N° 6760 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 11 de noviembre de 2010. 



• Resolución N° 7223 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 17 de diciembre de 2010. 

• Resolución N° 7337 / ARECI – GRAQA – 44 de fecha 20 de diciembre de 2010. 
  
5. Constancia del Ingeniero Agrónomo Saulo Antonio Ruíz Gómez, director de la UMATA 

del municipio de El Playón. 
 
 

 

 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
Alfonso López Barón. 
C.C. 91255710 
T.P.83304 C.S.J. 
 



































































 
CONSEJO DE ESTADO 

 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 
SECCIÓN TERCERA 

  
SUBSECCIÓN C 
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Bogotá D.C., dos (2) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Radicación número: 68001-23-31-000-2012-00162-01(56224) 
 
Actor: CARLOS EDGAR AMAYA AMAYA 
 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL Y 
OTRO 
 
 
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA 
 
 
 
INDEBIDA ESCOGENCIA DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA-La nulidad y restablecimiento del 
derecho procede para reparar daños provenientes de actos administrativos. EXCEPCIONES DE FONDO-El 
superior puede estudiar todas las excepciones de fondo y declarar las que encuentre probadas, así no hubieran 
sido alegadas. CONCEPTO DE VIOLACIÓN-Justicia rogada. JUSTICIA ROGADA Y PRINCIPIO DISPOSITIVO-
Cuando se trate de impugnación de actos administrativos deben indicarse las normas violadas y el concepto de 
la violación. COSTAS EN CCA-Improcedencia cuando no se actúa con temeridad o mala fe. 

 
 
La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra 

la sentencia del 28 de septiembre de 2015, proferida por la Subsección de 

Descongestión del Tribunal Administrativo de Santander, que accedió parcialmente 

a las pretensiones. 

 

SÍNTESIS DEL CASO 

 
En noviembre de 2009 y agosto de 2010, la Policía Antinarcóticos hizo operaciones 

de aspersión aérea con glifosato en el municipio El Playón, Santander. Carlos Edgar 

Amaya Amaya solicitó el reconocimiento de compensaciones económicas por los 

daños, y la Dirección Antinarcóticos de la Policía Nacional, mediante actos 

administrativos, declaró la improcedencia de las compensaciones. Alega que los 

actos administrativos se basaron en hechos contrarios a la realidad. 

 
ANTECEDENTES 

 
El 16 de diciembre de 2011, Carlos Edgar Amaya Amaya, a través de apoderado 
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judicial, formuló demanda de reparación directa contra la Nación-Ministerio de 

Defensa, Policía Nacional y otro. Solicitó $47.433.250 por daño emergente y 

$616.686.519 por lucro cesante. En apoyo de las pretensiones, la parte demandante 

afirmó que es arrendataria de un predio en donde cultivó maracuyá, cacao, 

mandarina y plátano. Adujo que, en noviembre de 2009 y agosto de 2010, la Policía 

Antinarcóticos desplegó operaciones de aspersión aérea con glifosato en el 

municipio El Playón y dañó cultivos lícitos. Señaló que presentó quejas por los 

daños derivados de la aspersión aérea con glifosato y la Dirección Antinarcóticos 

de la Policía Nacional declaró la improcedencia de las compensaciones 

económicas. Agregó que los actos administrativos se fundamentaron en hechos 

contrarios a la realidad. 

 

El 16 de marzo de 2012 se admitió la demanda y se ordenó su notificación. La 

Nación-Ministerio de Defensa, Policía Nacional adujo ausencia de prueba de 

cultivos lícitos e indebida integración del contradictorio. La Nación-Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República adujo falta de legitimación en la 

causa por pasiva e indebida representación de la Nación. El 4 de septiembre de 

2015 se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para alegar de 

conclusión y presentar concepto, respectivamente. La demandante alegó que 

probó el daño, el nexo de causalidad y el monto de los perjuicios. La Nación-

Ministerio de Defensa, Policía Nacional alegó que no se probó el daño, ni el nexo 

de causalidad. La Nación-Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República reiteró lo expuesto. El Ministerio Público guardó silencio. 

 

El 28 de septiembre de 2015, la Subsección de Descongestión del Tribunal 

Administrativo de Santander en la sentencia accedió parcialmente a las 

pretensiones, al encontrar indicios que permitían imputar la responsabilidad al 

Estado por riesgo excepcional. La demandante y la Nación-Ministerio de Defensa, 

Policía Nacional interpusieron recurso de apelación, que fueron concedidos el 11 

de noviembre de 2015 y admitidos el 7 de marzo y 16 de mayo de 2016. La 

demandante esgrimió que se probó el daño y su cuantía y, por ello, solicitó proferir 

sentencia en concreto. La Nación-Ministerio de Defensa, Policía Nacional esgrimió 

que no se probó el daño, ni el nexo de causalidad. El 30 de junio de 2016 se corrió 

traslado para alegar de conclusión en segunda instancia. La demandante reiteró 
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lo expuesto. La demandada alegó que no se acreditó que las labores de aspersión 

hubieran afectado cultivos de la demandante. El Ministerio Público guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES 

 

I. Presupuestos procesales 

 

Jurisdicción y competencia 

 

1. La jurisdicción administrativa, como guardián del orden jurídico, conoce de las 

controversias cuando se demande la ocurrencia de un daño cuya causa sea una 

acción u omisión de una entidad estatal según el artículo 82 CCA, modificado por el 

artículo 1 de la Ley 1107 de 2006. El Consejo de Estado es competente en segunda 

instancia para estudiar este asunto de conformidad con el artículo 129 CCA, según 

el cual conoce de los recursos de apelación contra las sentencias dictadas en 

primera instancia por los Tribunales Administrativos. Así mismo, esta Corporación 

es competente en razón a la cuantía, pues el valor de la pretensión mayor supera 

los 500 SMLMV exigidos por el artículo 152.6 CPACA vigente para el momento de 

la presentación de la demanda, de conformidad con el artículo 198 de la Ley 1450 

de 2011, esto es, $267.800.0001. 

 

Acción procedente 

 

2. La Sala se ve obligada a plantear el problema jurídico en el estudio de este 

presupuesto procesal por las razones que se pasarán a explicar. 

 

II. Problema jurídico 

 

Corresponde a la Sala determinar si el medio de control de reparación directa es el 

idóneo para reclamar los perjuicios ocasionados por actos administrativos. 

 

III. Análisis de la Sala 

 

Medio de control cuando la fuente del daño es un acto administrativo 

 
1 Suma que se obtiene de multiplicar el salario mínimo de 2011, $535.600, por 500. 



         4 
Expediente nº. 56.224 

Demandante: Carlos Edgar Amaya Amaya 
Declara ineptitud de la demanda 

 
 

3. La acción de nulidad y restablecimiento del derecho es la idónea para impugnar 

la legalidad de un acto administrativo cuando se estime que este ha lesionado un 

derecho contenido en una norma jurídica, su consecuente restablecimiento del 

derecho y también para solicitar que se reparen los perjuicios causados con el acto 

(art. 85 CCA). La acción de reparación directa y la de nulidad y restablecimiento del 

derecho comparten una naturaleza indemnizatoria, pero difieren en cuanto a la 

fuente que genera el daño, que supone una distinta formulación de las pretensiones 

y un término diverso de caducidad. Si el daño tiene origen en un acto administrativo, 

por regla general2, la acción procedente es la de nulidad y restablecimiento del 

derecho, mientras que si la fuente del daño es un hecho, omisión u operación 

administrativa, la responsabilidad de la administración se debe perseguir a través 

de la acción de reparación directa3. 

 

Según la demanda, la Policía Antinarcóticos dañó unos cultivos de la demandante 

durante unas operaciones de aspersión aérea con glifosato. La demandante 

manifestó su inconformidad frente a dos actos administrativos de la Dirección de 

Antinarcóticos de la Policía Nacional, que declararon la improcedencia de las 

compensaciones económicas reclamadas. Alegó que las decisiones se 

fundamentaron en argumentos “baladíes” que contrarían “la lógica y la física 

elemental”. 

 

Está acreditado que el 17 y 20 de diciembre de 2010, la Dirección de Antinarcóticos 

de la Policía Nacional expidió los autos de decisión de fondo n°. 7223 y 7337, 

respectivamente, que declararon la improcedencia de las compensaciones 

económicas solicitadas por Carlos Edgar Amaya Amaya por las aspersiones del 14 

de noviembre de 2009 y 25 de agosto de 2010, según da cuenta copia simple de 

los autos (f. 25 a 30 c. 1). 

 

Como la demandante persigue la responsabilidad por la ilegalidad de actos 

administrativos, pues alega que sus fundamentos de hecho fueron contrarios a la 

 
2 Excepcionalmente la jurisprudencia ha aceptado la procedencia de dicha acción por daños causados por actos 
administrativos. Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de junio de 1993, Rad. 7.303 
[fundamentos jurídicos 10 y 11] y sentencia del 8 de marzo de 2007, Rad. 16.421 [fundamento jurídico 3], en 
Antología Jurisprudencias y Conceptos, Consejo de Estado 1817-2017 Sección Tercera Tomo B, Bogotá, 
Imprenta Nacional, 2018, pp. 744, 746 y 747, disponible en https://bit.ly/3gjjduK.  
3 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 2 de junio de 1994, Rad. 9.589 [fundamento jurídico b] y 
sentencia del 27 de abril de 2011, Rad. 19.846 [fundamento jurídico 1.2.1]. 

https://bit.ly/3gjjduK
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realidad, la fuente del daño es la ilegalidad de los autos de decisión de fondo n°. 

7223 y 7337 de 2010. Por ello, la acción procedente era la nulidad y restablecimiento 

del derecho. 

 

4. El artículo 137.4 CCA dispone que toda demanda ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo deberá contener, cuando se trate de la impugnación de 

un acto administrativo, las normas violadas y la explicación del concepto de su 

violación. La ausencia de este requisito impide un pronunciamiento sobre el fondo, 

pues el juez, al desconocer esas razones, no puede suplir la inactividad procesal 

del demandante sobre este punto. La Corte Constitucional –al declarar la 

exequibilidad condicionada del artículo 137.4 CCA– señaló que si el acto 

administrativo, como expresión de la voluntad de la Administración, se presume 

legal y es ejecutivo y ejecutorio, le corresponde a quien alega su ilegalidad la carga 

procesal de cumplir con las exigencias que prevé la norma4. 

 

La Sala reitera que el juez de la Administración no puede estudiar la posible 

infracción de normas superiores, que no hayan sido indicadas como violadas junto 

con el concepto de dicha violación. Presupuesto formal de la demanda que demarca 

el ámbito de defensa del demandado y delimita el campo de acción del juzgador. El 

juez de la Administración, pues, está sometido al “principio dispositivo”, conforme al 

cual deben individualizarse las pretensiones anulatorias y apoyarse en las razones 

de derecho que las motivan (“justicia rogada”)5. 

 

La Sala advierte que el demandante, al formular la demanda, no señaló de forma 

precisa el concepto de la ilegalidad de los actos administrativos acusados, 

circunstancia que impide un pronunciamiento de fondo sobre el particular. En efecto, 

la demanda se limitó a indicar, de manera general, la inconformidad frente a los 

fundamentos de hecho de los autos de decisión de fondo de la Dirección de 

Antinarcóticos de la Policía Nacional, sin determinar los motivos concretos en los 

que se configuró la alegada ilegalidad de esos actos administrativos (f. 2 c. 1). Al no 

existir cargos concretos que permitan a la Sala confrontar los actos acusados frente 

 
4 Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-197 de 1999 [fundamento jurídico 2.2]. 
5 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 7 de octubre de 2009, Rad. 18.509 [fundamento 
jurídico b]. 
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al ordenamiento que le sirve de sustento, tampoco es posible una decisión de 

mérito. Por ello, se revocará el fallo de primera instancia. 

 

5. De conformidad con el artículo 171 CCA, modificado por el artículo 55 de la Ley 

446 de 1998, no hay lugar a condenar en costas, porque no se evidencia que las 

partes hayan actuado con temeridad o mala fe. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

FALLA: 

 

REVÓCASE la sentencia del 28 de septiembre de 2015 proferida por la Subsección 

de Descongestión del Tribunal Administrativo de Santander y, en su lugar, se 

dispone: 

 

PRIMERO: DECLÁRASE probada la excepción de inepta demanda. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas. 

 

TERCERO: En firme esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal.  

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

NICOLÁS YEPES CORRALES 
Presidente de la Sala 

 
 
 
 

JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS 
Salvo voto 

 
 
 
 

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 
JFM/OAO  
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CONSEJERO PONENTE: GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 

 
Bogotá, D.C., dos (2) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Referencia:   REPARACIÓN DIRECTA 
Radicación:  68001-23-31-000-2012-00162-01 (56224) 
Demandante: Carlos Edgar Amaya Amaya 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa-Policía nacional y otro 
 

SALVAMENTO DE VOTO  
 
Con mí acostumbrado respeto por las decisiones de la Sala, en esta oportunidad me 
aparto de la providencia del 02 de marzo de 2022, que revocó la sentencia del 28 de 
septiembre de 2015 proferida por la Subsección de Descongestión del Tribunal 
Administrativo de Santander y declaró probada la excepción de inepta demanda, por 
las siguientes razones:   
 
La decisión mayoritaria asume que la fuente del daño es la ilegalidad de los autos 
números 7223 y 7337 de 2010, y concluye, entonces, que la acción procedente era la 
de nulidad y restablecimiento del derecho.  

Me aparto de esta conclusión porque: i) al revisar el contenido del escrito de demanda 
claramente advierto que la pretensión de responsabilidad tiene como fundamento las 
aspersiones con glifosato los días 14 de noviembre de 2009 y 25 de agosto de 2010 
sobre un área de cultivo de 3 hectáreas ubicado en la finca BOLIVIA vereda la 
NEGREÑA del municipio del Playón - Santander; ii) la referencia que hace la parte 
demandante a las decisiones de la dirección Antinarcóticos de la Policía Nacional 
constituyen supuestos fácticos, pero no la actuación de la cual pretenden derivar la 
responsabilidad y el consecuente pago de perjuicios.  

Por las anteriores razones considero que el medio de control procedente era el de 
reparación directa interpuesto y en consecuencia procedía efectuar el análisis de fondo 
para definir la controversia1.  

En los anteriores términos, dejo expuesta, sintéticamente, la razón de mi disidencia con 
la providencia.  
 
 

JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ NAVAS 
Magistrado 

Firmado electrónicamente 
                                                           
1 En este sentido puede consultarse: Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección C, sentencia del 17 de 

septiembre de 2018, expediente radicado al número 190012331000201000350 01 (54756).  
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